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	Honorable Cámara de Diputados
 Provincia de Buenos Aires






El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de Ley:


[bookmark: _GoBack]“Programa las Víctimas contra las Violencias”

ARTÍCULO 1. Creación. Créase el Programa “Las Víctimas contra las Violencias Buenos Aires”, en el ámbito de la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires o ámbito de mayor competencia en la materia.- 

ARTÍCULO 2. Objetivo principal. El presente Programa tiene por objetivo principal la atención, acompañamiento y contención a las víctimas de abusos o malos tratos, causados por ejercicio de violencias cualquiera fuese su naturaleza, en un ámbito de contención, seguridad y garantía de sus derechos.		

ARTÍCULO 3. Conceptos.

Violencia familiar: La violencia familiar es toda acción, omisión, abuso, que afecte la vida, libertad, seguridad personal, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, de una persona en el ámbito del grupo familiar, aunque no configure delito.
 
Violencia de género: la violencia de género refiere a todo acto de violencia sexista que tiene como resultado posible o real un daño físico, sexual o psíquico, incluidas las amenazas, la coerción, o la privación arbitraria de libertad, ya sea que ocurra en la vida pública o en la privada.

Violencia contra las mujeres: Se entiende por violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su seguridad personal. La forma más extrema de la violencia contra las mujeres es el femicidio. Quedan comprendidas las perpetradas desde el Estado o por sus agentes.	
	
Víctima: Se entiende por víctima a todas las personas sin distinción  de edad ni de identidad de género que sufrieren actos de violencia de los señalados en el primer párrafo del presente artículo. 

Adulto mayor: Entiéndase por adulto mayor a toda persona de sesenta (60) años de edad o más.-

Niño/a o adolescente: Se entiende por niña, niño o adolescente a toda persona menor de dieciocho (18) años de edad.-

Grupo familiar: Grupo familiar: Se entiende por grupo familiar el surgido del matrimonio, de uniones de hecho o de relaciones afectivas, sean convivientes o no, persista o haya cesado el vínculo, comprendiendo ascendentes, descendientes y colaterales.
Los cónyuges, aunque estén separados, y ex cónyuges, las personas convivientes o ex convivientes, de igual o distinto sexo y a todos/as los/as vinculados/as por una relación afectiva o de convivencia o de cuidado o atención .Los/las ascendientes o descendientes, otros parientes consanguíneos  o afines, quienes tengan o hayan tenido una relación de noviazgo o pareja, las personas bajo guarda, tutela o curatela.
La enumeración precedente no importará la exclusión de persona alguna de las previsiones de la presente Ley cuando el Juez, Jueza o Tribunal interviniente lo considere pertinente de acuerdo las circunstancias del caso. 
Se considera afectada toda persona que sufra alguno de los siguientes tipos de violencia conforme lo normado por la Ley Nacional 26.485, Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales:
a) Física: La que se emplea contra el cuerpo de la mujer produciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y cualquier otra forma de maltrato o agresión que afecte su integridad física.
b) Psicológica: La que causa daño emocional y disminución de la autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo personal o que busca degradar o controlar sus acciones, comportamientos, creencias y decisiones, mediante amenaza, acoso, hostigamiento, restricción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación o aislamiento. Incluye también la culpabilización, vigilancia constante, exigencia de obediencia o sumisión, coerción verbal, persecución, insulto, indiferencia, abandono, celos excesivos, chantaje, ridiculización, explotación y limitación del derecho de circulación o cualquier otro medio que cause perjuicio a su salud psicológica y a la autodeterminación.
c) Sexual: Cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o sin acceso genital, del derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de parentesco, exista o no convivencia, así como la prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres.
d) Económica y patrimonial: La que se dirige a ocasionar un menoscabo en los recursos económicos o patrimoniales de la mujer, a través de:
- La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes;
-La pérdida, sustracción, destrucción, retención o distracción indebida de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos patrimoniales;
- La limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades o privación de los medios indispensables para vivir una vida digna;
- La limitación o control de sus ingresos, así como la percepción de un salario menor por igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo.
e) Simbólica: La que a través de patrones estereotipados, mensajes, valores, íconos o signos transmita y reproduzca dominación, desigualdad y discriminación en las relaciones sociales, naturalizando la subordinación de la mujer en la sociedad.
Modalidades. A los efectos de la citada ley 26.485 se entiende por modalidades las formas en que se manifiestan los distintos tipos de violencia contra las mujeres en los diferentes ámbitos, quedando especialmente comprendidas las siguientes:	
a) Violencia doméstica contra las mujeres: aquella ejercida contra las mujeres por un integrante del grupo familiar, independientemente del espacio físico donde ésta ocurra, que dañe la dignidad, el bienestar, la integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, la libertad, comprendiendo la libertad reproductiva y el derecho al pleno desarrollo de las mujeres. Se entiende por grupo familiar el originado en el parentesco sea por consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones de hecho y las parejas o noviazgos. Incluye las relaciones vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia;
b) Violencia institucional contra las mujeres: aquella realizada por las/los funcionarias/os, profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución pública, que tenga como fin retardar, obstaculizar o impedir que las mujeres tengan acceso a las políticas públicas y ejerzan los derechos previstos en esta ley. Quedan comprendidas, además, las que se ejercen en los partidos políticos, sindicatos, organizaciones empresariales, deportivas y de la sociedad civil;
c) Violencia laboral contra las mujeres: aquella que discrimina a las mujeres en los ámbitos de trabajo públicos o privados y que obstaculiza su acceso al empleo, contratación, ascenso, estabilidad o permanencia en el mismo, exigiendo requisitos sobre estado civil, maternidad, edad, apariencia física o la realización de test de embarazo. Constituye también violencia contra las mujeres en el ámbito laboral quebrantar el derecho de igual remuneración por igual tarea o función. 
Asimismo, incluye el hostigamiento psicológico en forma sistemática sobre una determinada trabajadora con el fin de lograr su exclusión laboral;
d) Violencia contra la libertad reproductiva: aquella que vulnere el derecho de las mujeres a decidir libre y responsablemente el número de embarazos o el intervalo entre los nacimientos, de conformidad con la Ley 25.673 de Creación del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable;
e) Violencia obstétrica: aquella que ejerce el personal de salud sobre el cuerpo y los procesos reproductivos de las mujeres, expresada en un trato deshumanizado, un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales, de conformidad con la Ley Nacional 25.929.
f) Violencia mediática contra las mujeres: aquella publicación o difusión de mensajes e imágenes estereotipados a través de cualquier medio masivo de comunicación, que de manera directa o indirecta promueva la explotación de mujeres o sus imágenes, injurie, difame, discrimine, deshonre, humille o atente contra la dignidad de las mujeres, como así también la utilización de mujeres, adolescentes y niñas en mensajes e imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad de trato o construya patrones socioculturales reproductores de la desigualdad o generadores de violencia contra las mujeres.

ARTÍCULO 4. Objetivos y Principios del Programa. Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 2, el Programa “Las Víctimas contra las Violencias Buenos Aires” tiene como objetivos: 

1. Erradicar y prevenir las violencias de género, familiares y sexuales.-
2. Atención, acompañamiento y asistencia a las víctimas de violencia de género, familiar y sexual, promoviendo el posicionamiento de las víctimas desde un lugar activo y evitando toda conducta, acto u omisión que produzca revictimización.
3. Informar a la comunidad sobre la existencia del Programa “Las Víctimas contra las Violencias Buenos Aires”, como herramienta de protección disponible, así como difundir formas de contacto con el Equipo y con los recursos articulados.-
4. Desarrollar estrategias de prevención acerca de los diferentes tipos de violencias que pueden sufrir las víctimas. 
5. Capacitar de manera permanente tanto a aspirantes a policía, como a policías en funciones, en las materias derechos humanos y violencia de género.
6. Elaborar estadísticas e informes semestrales, en cumplimiento con lo normado por la Ley 14.603 de creación del Registro Único de Casos de Violencia de Género de la Provincia de Buenos Aires.
Son principios rectores del Programa, entre otros afines, los siguientes:
1.- Brindar a la víctima una asistencia integral, entendiendo por tal al acompañamiento, la atención, psicológica, social y jurídica. 
2.- Informarle a la víctima, en forma clara y precisa, de todos los derechos que posee, según la normativa vigente en la materia, con la finalidad de empoderarla  en un rol activo.
3.- Informar a las Víctimas respecto de las denuncias que puede radicar derivadas de un hecho de violencia, comunicando en forma clara y precisa que la violencia es un delito. 
4.- El Equipo Interdisciplinario debe acompañar a la víctima, cuando ésta así lo requiera, a realizar la correspondiente denuncia, con el objetivo de contenerla preservando la salud física y psicológica de la misma. Evitando la revictimización.
Cualquier principio rector debe respetar los derechos y garantías que receptan las normativas vigentes en la materia y, en particular, la  Convención para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Recomendación General Nº 19 del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer y demás Tratados Internacionales de Derechos Humanos, la Ley Nacional 26.485 de Protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, la Convención sobre los Derechos de los Niños y la Ley Nacional 26.061 de Protección Integral de los derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley 24.417 de Protección contra la violencia familiar, la Ley Nacional 26.522, en particular en su capítulo V artículos 70 y 71, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, Ley 12.569 de Violencia familiar y su modificatoria, 14.508, Ley 14.404 de Emergencia Pública en materia social por Violencia de Género, 13.298 de la Promoción y protección integral de los derechos de los niños y sus Leyes modificatorias: 13.634 y 14.537 y la Ley 14.603.

ARTÍCULO 5. Áreas del Programa. El Programa “Las Víctimas Contra las Violencias Buenos Aires” está compuesto por las siguientes áreas: 
1. Atención telefónica.
2. Brigada Móvil.
3. Seguimiento.
4. Equipo Jurídico.
5. Cuerpo Interdisciplinario.

ARTÍCULO 6. Atención telefónica. Se debe habilitar una línea telefónica gratuita, que funcionará las 24 horas, los 365 días del año atendida por psicólogas/os y trabajadores/as sociales especializados/as en la temática y que habilite la presencia inmediata de la Brigada Móvil conforme lo normado por el artículo 7 de la presente ley, si se considera necesario. A esta línea pueden llamar las personas víctimas que se encuentren en situación de urgencia y emergencia y cualquier persona que se encuentre en conocimiento de una situación de violencia familiar/sexual o que requiera asesoramiento, tanto particulares como instituciones. Cada funcionario/a público/a que tome conocimiento de un caso de violencia hacia la mujer o violencia familiar se encuentra obligado a llamar a la línea telefónica creada en el presente artículo. Las llamadas ingresadas al sistema de atención de emergencias al número 911 por esta problemática, deben ser derivadas a esta línea. Asimismo, el personal policial dará intervención a la línea creada al efecto, ante la presencia en sedes policiales de víctimas de violencia familiar o de delitos contra la integridad sexual.
Desde la Línea se brinda orientación, atención, contención e información y en los casos en los que se evalúa necesario y la víctima así lo desea, se desplaza el Equipo Móvil, conforme lo normado por el artículo 7, una ambulancia o personal policial de la jurisdicción.
La organización y funcionamiento de la línea será establecido por la reglamentación.-

ARTÍCULO 7. Brigada Móvil. El Equipo Móvil de Atención a Víctimas de Violencia Familiar y Sexual interviene en situaciones de urgencia y emergencia las 24 horas, los 365 días del año. Se encuentra integrado por dos personas profesionales, un/a psicólogo/a y un/a trabajador/a social, y personal policial. Se traslada en un móvil del Programa e interviene en el lugar del hecho, desplazándose hacia el sitio donde la víctima se encuentra padeciendo la violencia, ya sea su domicilio, alguna institución, la vía pública, etc. Una vez allí, se ocupa de propiciar un espacio seguro para llevar a cabo la atención a la víctima, atendiendo a que la misma pueda visibilizar la violencia padecida, conozca sus derechos y asuma un posicionamiento activo. Las estrategias de intervención son pensadas conjuntamente con las víctimas y en aquellos casos en los que las mismas deseen realizar la denuncia pertinente, el equipo se ocupa del traslado y acompañamiento con el objetivo de evitar instancias de revictimización y garantizar el acceso a la justicia.

ARTÍCULO 8. Seguimiento. Luego de la intervención por parte de las áreas descriptas, el caso queda a cargo del Equipo Interdisciplinario de Seguimiento, que realiza el acompañamiento a la víctima durante las siguientes 72 horas o más si fuera necesario, con el objetivo de: 
I) Realizar el seguimiento de víctimas de violencia familiar luego de la intervención en situaciones de urgencia y emergencia.
II) Elaborar estrategias de intervención interdisciplinarias e interinstitucionales que favorezcan el empoderamiento de las víctimas.
III)  Promover el acceso a la justicia de las víctimas de violencia familiar, evitando su revictimización de acuerdo a lo previsto por la Ley Nacional 26.485.
IV) Ofrecer a las víctimas contacto con otras instituciones. 


ARTÍCULO 9. Equipo Jurídico. Patrocinio jurídico gratuito. El Equipo de abogados/as, asesora, de lunes a lunes las 24 horas, los 365 días a las personas profesionales que se desempeñan en el Equipo Móvil de Atención a Víctimas de Violencia Familiar y/o sexual, profesionales de la Línea telefónica creada especialmente por esta Ley, Equipo de Seguimiento y a todo/a profesional del Programa que requiera asesoramiento o asistencia jurídica.
Asimismo en aquellos casos en que los Equipos Móviles o Profesionales de la línea así lo evalúen, realiza acompañamientos en el lugar donde se encuentren las víctimas de violencia familiar y/o violencia sexual, en conjunto con los/as profesionales de los Equipos Móviles. Brinda atención en un ámbito de contención, seguridad y garantía de derechos acompañando a la víctima en el momento de la denuncia, previo asesoramiento y abordaje legal de los derechos que la asisten y medidas de protección aplicables respecto al hecho de violencia acontecido. El asesoramiento y/o patrocinio  jurídico gratuito se efectúa en todas las instancias que sea requerido. Según lo previsto en la normativa vigente.
Para dar cumplimiento a lo normado por la ley Nacional 26.485 en sus artículos: 10 inciso c), 11 inciso 5.1 a), 16, si la víctima no pudiere contar con patrocinio jurídico gratuito a través de otra instancia provincial, el presente programa a través del Equipo Jurídico garantizará el mismo.

ARTÍCULO 10. Cuerpo Interdisciplinario de Protección contra la Violencia Familiar. Este equipo integrado por psicólogas/os, trabajadoras/es sociales y abogadas/os, recibe los expedientes que se envían desde los órganos jurisdiccionales intervinientes en las causas de violencia familiar y realiza entrevistas al denunciante, a la víctima y a hijas/os y familiares que puedan aportar la información necesaria para realizar el informe que solicita el/la juez/a. 
Dicho informe determinará los daños físicos y psíquicos sufridos por las víctimas, la situación de peligro, el medio social  ambiental de la familia. Deberá dar cuenta de la realidad del grupo familiar, la identificación de los tipos de violencias padecidas, la modalidad de resolución de conflictos violentos, se establecerá si la denuncia ha podido introducir cambios en la dinámica familiar y estipulará conclusiones y sugerencias a seguir, tendientes a ponerle fin a las mismas.
En algunos casos se evaluará la pertinencia de la entrevista en el domicilio, la que será incorporada al informe. Esta permitirá la evaluación de la modalidad de interacción familiar, la construcción de la historia familiar y transgeneracional, la existencia de redes sociales-familiares, conocer a los/as integrantes de la familia actualmente en el contexto cotidiano,  el lugar que ocupan la/s víctima/s, posibilitando la visibilización de las violencias. 

ARTÍCULO 11. Articulación para requerimiento del ingreso en una institución. El Programa debe coordinar y articular con los Municipios y las Organizaciones no gubernamentales las acciones necesarias para que la persona víctima de violencia, cuando así lo requiera, pueda ser albergada e ingresar en las instituciones correspondientes a tal fin.- La reglamentación debe prever la modalidad de dicha articulación.-
ARTÍCULO 12. Reparticiones Públicas. Las reparticiones públicas que, en el ejercicio de sus funciones, tomaren contacto con víctimas conforme lo estipulado en el Artículo 2 de la presente Ley, deben brindar inmediata intervención al Programa “Las Victimas contra Las Violencias Buenos Aires”, con la finalidad de que sean los/as profesionales del Programa quienes tomen el primer contacto con la víctima.-
ARTÍCULO 13. Capacitación. Confórmase una mesa de trabajo para el desarrollo de capacitaciones para la adecuada implementación de la presente Ley. Las capacitaciones están destinadas tanto a personal civil que tenga contacto con víctimas de violencia, como a personal policial, personal del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires: empleados/as, funcionarios/as y magistrados/as. Estas capacitaciones también están destinadas a médicos y profesionales de la salud bonaerense y a docentes y directivos de escuelas de la provincia de Buenos Aires.
La mesa de trabajo queda integrada por el Área de Capacitación de la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires, el Consejo Provincial de las Mujeres, Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires, el Instituto Provincial de la Administración Pública y todo ente provincial de capacitación en la temática y todas las Universidades Nacionales con sede en el territorio de la Provincia de Buenos Aires que decidan integrar esta mesa de trabajo.
ARTÍCULO 14. Contenido de las capacitaciones obligatorias. Los contenidos de las capacitaciones obligatorias son los siguientes: Derechos humanos, derechos humanos de las mujeres y género y violencia familiar, violencia contra las mujeres y violencia de género.
ARTÍCULO 15. Colaboración para la capacitación. Facúltase a la mesa de trabajo creada en el artículo 13 a convocar organismos gubernamentales y a organizaciones de la sociedad civil con trayectoria en la temática que puedan brindar colaboración en el desarrollo de las tareas de capacitación.
ARTÍCULO 16. Obligatoriedad de la capacitación. La capacitación para la implementación de la presente ley debe ser obligatoria para todas las personas mencionadas en el artículo 13.
ARTÍCULO 17. Difusión. La autoridad de aplicación, a efectos de garantizar el cumplimiento de la presente Ley, debe realizar amplias campañas de difusión con la distribución de material informativo.-
ARTÍCULO 18. Autoridad de Aplicación. Se establece como autoridad de aplicación de la presente Ley a la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires o ámbito de mayor competencia en la materia.  
ARTÍCULO 19. Partidas presupuestarias. Las partidas que resulten necesarias para el cumplimiento del Programa que esta Ley crea, deben ser previstas anualmente en la Ley de Presupuesto. - La reglamentación debe prever cómo se especificará el presupuesto.-
ARTÍCULO 20. Adhesión y convenios con Municipios. Se invita a los Municipios de la Provincia de Buenos Aires a adherir a la presente Ley y celebrar los convenios correspondientes a los fines de su implementación.-
ARTÍCULO 21. Reglamentación. El Poder Ejecutivo debe reglamentar la presente Ley dentro de los noventa (90) días de su promulgación.-
ARTÍCULO 22. De forma. Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

 

























Fundamentos

	Tenemos el agrado de poner a consideración de esta Honorable Cámara de Diputados el presente proyecto que referencia el Programa “Las Víctimas contra las Violencias” del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación. 
	Tomando en cuenta las normas que garantizan la igualdad, en la Argentina a partir de la reforma constitucional de 1994, que incorporó los tratados de derechos humanos a la letra de la Constitución Nacional el principio de no discriminación pasó a ser de aplicación constitucional ya que el Pacto de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana de Derechos Humanos y la Convención internacional sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW) integran la Carta Magna con su correlativa jerarquía constitucional. Este último instrumento no sólo reconoce a las mujeres como sujetos de derecho sino que, compromete a los Estados a garantizar una mayor equidad de género e igualdad de derechos para las mujeres en todas las esferas de la vida.
	La violencia de género es probablemente, de las violaciones a los Derechos Humanos la que se percibe con mayor aceptación social. La base y el origen de la violencia de género, el patriarcado, sigue siendo hegemónico como sistema de ordenamiento de las relaciones sociales. Falta aún mucho trabajo de concientización para visibilizar la relación de poder que se juega en la desigualdad de género. La violencia contra la mujer es consecuencia directa de la discriminación y la persistencia de las desigualdades de género.
	En 1989, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprueba unánimemente la Convención sobre los Derechos del Niño, que entra en vigor al año siguiente y es el primer instrumento internacional jurídicamente vinculante que incorpora toda la gama de derechos humanos que los adultos deben garantizar a niñas, niños y adolescentes. La Convención establece estos derechos en 54 artículos y dos Protocolos Facultativos (aprobados en el año 2000, uno sobre la participación de los niños en los conflictos armados y el otro, sobre la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la pornografía). Y define claramente los derechos humanos básicos para los niños y niñas en todas partes: el derecho a la supervivencia; al desarrollo pleno; a la protección contra influencias peligrosas, los malos tratos y la explotación; y a la plena participación en la vida familiar, cultural y social. 
	En septiembre de 1990, nuestro país adhirió a la Convención de los Derechos del Niño a través de la Ley N° 23.849 sancionada por el Congreso de la Nación. Posteriormente también fue incorporada al Artículo 75 de la Constitución Nacional incisos 22 en su última reforma. A partir de ese compromiso, deben adecuarse las legislaciones y las políticas públicas de la infancia según esta normativa, para lograr el cumplimiento de los derechos civiles, económicos, sociales y culturales de niñas, niños y adolescentes.
	La Asamblea General de las Naciones Unidas, en su cuadragésimo séptimo período de sesiones, determinó que la violación de los derechos humanos de las mujeres no se limita a los actos cometidos o amparados directamente por los gobiernos, sino que éstos tienen responsabilidad social y política por los cometidos por terceros si no han tomado las medidas necesarias para prevenir, investigar y castigar actos de violencia (Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 48/104 del 20 de diciembre de 1993). En este sentido, el Estado pasaría a ser  responsable de los hechos cuando no ofrece a las mujeres la protección necesaria frente a la violación de sus derechos, y cuando actúa en forma discriminatoria al no prevenir y castigar los actos de violencia de género. Del mismo modo, la incapacidad del Estado para poner fin a las condiciones sociales, económicas y culturales que hacen vulnerables a las mujeres ante la violencia de género determina que sea responsable de ésta, puesto que debe contribuir activamente a erradicar las injusticias y desigualdades que se manifiestan en las relaciones de género. 
	De acuerdo con este criterio, se puede afirmar que la violencia hacia las mujeres es una excepción (a la regla general que indica que la comisión de una violación a los derechos humanos se configura cuando quien comete la violación es el Estado), dado que es condición sine qua non que para que se configure una violación a los derechos humanos el que la comete tiene que ser el Estado. Es decir, la comunidad internacional ha decidido que la violencia hacia las mujeres ejercida por particulares también es una violación de derechos humanos. Conforme los principios generales de progresividad y no regresividad el Estado Argentino debe proteger los derechos humanos, garantizarlos y prevenir todo tipo de violación. De este modo, a nivel regional, la Convención de Belem do Pará, ratificada  por nuestro país el 5 de julio de 1996 y aprobada por Ley Nacional 24.632, confirma que la violencia hacia las mujeres constituye una violación de derechos humanos. En este sentido encontramos como fundamento jurídico fundamental al presente Proyecto de Ley, lo prescripto por la Convención cuando  señala en su artículo 7:
“Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:
(…) c) incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso;
(…) h) adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención”. (Americanos, 1994).
	En el año 2009 el Congreso de la Nación sancionó la ley 26.485 (Argentina, 2009) de Protección integral a las mujeres. Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales. El presente Proyecto de Ley se propone acompañar el  cumplimiento de la citada Ley, en el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, tanto al espíritu de la misma como a su articulado.
	En octubre de 2009 el Congreso de la Nación sancionó la ley 26522 Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual que en su capítulo V, artículos 70 y 71 expresa que “Artículo 70 - La programación de los servicios previstos en esta ley deberá evitar contenidos que promuevan o inciten tratos discriminatorios basados en la raza, el color, el sexo, la orientación sexual, el idioma, la religión, las opiniones políticas o de cualquier otra índole, el origen nacional o social, la posición económica, el nacimiento, el aspecto físico, la presencia de discapacidades o que menoscaben la dignidad humana o induzcan a comportamientos perjudiciales para el ambiente o para la salud de las personas y la integridad de los niños, niñas o adolescentes. Artículo 71 - Quienes produzcan, distribuyan, emitan o de cualquier forma obtengan beneficios por la transmisión de programas y/o publicidad velarán por el cumplimiento de lo dispuesto por las leyes 23.344, sobre publicidad de tabacos, 24.788 –Ley Nacional de Lucha contra el Alcoholismo–, 25.280, por la que se aprueba la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, 25.926, sobre pautas para la difusión de temas vinculados con la salud, 26.485 –ley de protección integral para prevenir, sancionar, y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales– y 26.061, sobre protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes, así como de sus normas complementarias y/o modificatorias y de las normas que se dicten para la protección de la salud y de protección ante conductas discriminatorias”.
	Señalamos textualmente la referencia a este capítulo de la Ley 26522 porque las víctimas de violencia de género son también víctimas del tratamiento poco ético que en general hacen los medios masivos de comunicación de todas las situaciones problemáticas de violencia de género, agravándose cuando se trata de casos que involucran a menores de edad. Se podría decir que la mayoría de los medios de comunicación hacen un show mediático, invadiendo y faltando el respeto a las personas que fueron víctimas y a sus seres queridos. Al mismo tiempo confunden, interfieren o desinforman sobre investigaciones en curso y procesos judiciales. También siguen reproduciendo desde lo comunicacional una lógica machista, impactando en la sociedad, profundizando las desigualdades de género a la vez que generan una psicosis social y exacerban miedos ya instalados, sobre todo en las mujeres. Por eso es fundamental destacar la importancia de promover una educación para la autonomía y el autocuidado de las mujeres y también para romper con los estereotipos, como la mujer débil, dependiente, sumisa, etc.
	El 8 de Marzo de 2015, rodeado de altos funcionarios de la ONU, personalidades políticas y la premio Nobel de la Paz Leymah Roberta Gbowee, de Liberia, además de su pareja, el Secretario General Ban Ki-moon hizo un enérgico llamamiento a la acción. “Cuando impedimos el avance de la mitad de nuestra población, no podemos hacer realidad el 100 por ciento de nuestro potencial”, dijo. “Debemos respetar y utilizar el pleno potencial de todas nuestras mujeres”. 
	El titular de la ONU aseguró que en estos años, el progreso ha sido demasiado lento y desigual. Por eso instó a los países del mundo a superar el rezago actual en un plazo de 15 años, dentro de su campaña “Por un planeta 50-50 en 2030”. “Esa es nuestra meta. Trabajemos juntos para conseguirlo”, exclamó Ban Ki-moon entre los aplausos del público. (Ki-Moon, 2015) 
	Resultan fundamentales estas declaraciones del Secretario General de la ONU, para prevenir la violencia de género, ya que en las sociedades donde los hombres y las mujeres ejercen el mismo poder, los niveles generales de agresión y de violencia contra la mujer son inferiores.
	Al mismo tiempo es necesario señalar que la batalla cultural es fundamental para debatir y visibilizar el problema en todos los espacios de la vida social, comunitaria y cotidiana. La dimensión cultural es la más importante para lograr cambios realmente transformadores de esta realidad. La base del conflicto que supone la violencia de género es el patriarcado. Y esto sólo vamos a lograr cambiarlo desde la lucha cultural. La desigualdad de género, y su principal consecuencia, la violencia de género, expresan un tipo de relación social. La transformación real de estas prácticas no se logrará hasta tanto modifiquemos las prácticas de las dos partes de la relación. Las prácticas de quienes son violentadas y las prácticas de quienes son violentos.
	Si bien en nuestro país, en los últimos doce años ha habido notables avances legislativos y de políticas públicas, ya que cada vez existe mayor conciencia sobre el problema  de la violencia de género, gracias a la decidida acción del nuestro actual gobierno y al incansable trabajo de las organizaciones de la sociedad civil, consideramos que debemos seguir profundizando esta labor.
	Son destacables todos los pasos hacia la igualdad que se vienen dando en nuestro país en materia legislativa desde 2003. A modo de ejemplo podemos citar, entre otros logros: En  2003 la sanción de la Ley de Salud Sexual y Procreación Responsable, en 2004 la sanción de la Ley de Parto y Nacimiento Humanizado, en 2006 la sanción de la Ley de Educación Sexual Integral y la Ley de Fertilización Asistida, en 2008 la sanción de la Ley de Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas, en marzo de 2009 la Ley 26485 para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, también en 2009 la sanción de la Ley 26522 de Servicios de Comunicación Audiovisual y en 2009 la Ley del Sistema Integrado de Jubilación de Amas de Casa, en 2010 la sanción de la Ley de Creación del Régimen Especial para el Personal de Casas Particulares, en 2010 la Ley de Matrimonio Igualitario, en 2012 con la sanción de la Ley 26791, la figura de femicidio fue agregada al Código Penal, lo que puede considerarse como un avance en lo que se refiere a la ampliación de la perspectiva de género en nuestro país. También en 2012 se sancionó la Ley de Identidad de género.
	El 12 de marzo de este año se giró desde la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, a la Honorable Cámara de Senadores de la Provincia de Buenos Aires., la prórroga de la Ley 14.407 Emergencia Pública en materia social por violencia de género en la Provincia de Buenos Aires, que fue sancionada en 2012, y que establecía un plazo de dos años (venció en octubre 2014). Si bien compartimos el espíritu de la ley de emergencia pública en materia de violencia de género, es necesario que el Programa que contemplamos en el presente Proyecto de Ley se implemente cuanto antes, ya que aporta respuestas concretas a muchas necesidades de las víctimas.
	Resulta fundamental ilustrar de algún modo, la situación de violencia de género por la que estamos atravesando desde hace ya muchos años, para tomar conciencia de la importancia del tema y la correlativa necesidad de aportar algunos mecanismos como los plasmados en el presente proyecto de Ley.
	Entre el 1° de enero de 2008 y el 30 de septiembre de 2013 se registraron 1432 homicidios de mujeres y niñas como consecuencia de la violencia machista, conforme lo registró el Observatorio de Femicidios, coordinado por Adriana Marisel Zambrano de La Casa del Encuentro. La entidad, con sede en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, tomó la iniciativa de llevar el registro de esas muertes – a partir de los casos publicados en medios gráficos y portales de noticias de todo el país-, ante la ausencia de estadísticas oficiales. Es decir, las cifras reflejan una realidad que muestra la gravedad del problema pero puede haber más casos que no son contabilizados porque no trascienden como noticia periodística. En promedio, según los datos del Observatorio, ocurre un femicidio cada 35 horas. En el 37 por ciento de los hechos, el principal sospechoso, acusado o autor del crimen es la pareja, esposo, novio o amante; y en el 26 por ciento, la ex pareja. En otras palabras, más de seis de cada diez femicidios en la Argentina son perpetrados en un contexto de violencia de pareja. El dato estremece. 
	Qué sucedería si las estadísticas correspondieran a varones asesinados por sus esposas o ex novias? El fenómeno seguramente no se naturalizaría (Carbajal, 2013). 
	El término femicidio tiene una dimensión política y surgió como una necesidad de denunciar la naturalización de la violencia hacia las mujeres. Es la expresión más extrema de esta violencia basada en la preeminencia del dominio y el control del varón sobre la mujer, a quien considera parte de sus posesiones a punto tal que puede apropiarse de su vida y hasta matarla cuando no logra someterla a su voluntad. El concepto femicidio fue desarrollado por la escritora estadounidense Carol Orlock en 1974, y la feminista Diana Russel lo usó públicamente en 1976, ante el Tribunal Internacional de los Crímenes contra las Mujeres, en Bruselas, tal como recuerda La Casa del Encuentro en su libro Por ellas… 5 años de informes de Femicidios, publicado en 2013. En algunos países de Latinoamérica se utiliza el término “feminicidio”. Ambas definiciones se asientan en el cuestionamiento a la violencia contra las mujeres, basada en la cultura patriarcal y machista.
	La mayoría de las víctimas de femicidio en la Argentina en los últimos cinco años murió baleada, apuñalada o golpeada. No obstante a partir de la muerte de Wanda Taddei, en febrero de 2010, creció significativamente el número de casos de mujeres incineradas: tal vez como consecuencia de un indeseado “efecto imitación” debido a la amplia difusión que tuvo el hecho y de una respuesta judicial que, en un principio amparó con la impunidad a su femicida. (Carbajal, 2013).
	Hay más casos de violencia machista en las parejas o las mujeres se están atreviendo a denunciar cada vez más? Nunca se hizo en el país un estudio tan amplio sobre la prevalencia de la violencia de género como para poder dar respuesta a este interrogante. Lo que sí se podría afirmar es que el número de denuncias por malos tratos ejercidos por un hombre hacia su pareja crecen año tras año en el país. No hay registros nacionales unificados. Pero, si se analiza el número de denuncias por violencia familiar en las 97 comisarías de la Mujer y la Familia de la provincia de Buenos Aires, surge que aumentaron casi el 30 por ciento entre 2011 y 2012 al pasar de 88.521 a 113.028, de acuerdo con el Informe Monitoreo de Políticas Públicas y Violencia de Género de la Defensoría del Pueblo bonaerense a fines de 2013. (Monitoreo de Políticas Públicas y Violencia de Género, 2013). Conforme el Tercer Informe Las mujeres M.i.d.d.e.n,“…existe una tendencia al incremento en la cantidad de denuncias por violencia familiar recibidas en las Comisarías de la mujer y de la Familia desde el año 2008. Se percibe que el 1er. semestre del 2014 cuenta con 80.442 denuncias, es decir, más de la mitad (66,6%) del total de denuncias recibidas durante todo el año 2013 (120.648) (Legislativo, 2014). El Informe mencionado, resalta que “…las cantidades y porcentajes de denuncias con respecto al vínculo entre la víctima y el agresor, durante el período que abarca desde el año 2012 hasta el primer semestre del 2014, la mayor cantidad de denuncias (106.385) cuentan con un ex cónyuge/concubino como agresor. Esto significa que en el 35% de las denuncias efectuadas por una mujer víctima de violencia se alude a su ex pareja como el victimario. Seguidamente (102.511) se alude al concubino/cónyuge con quien convive la mujer como su agresor. Mientras que en tercer lugar, es decir en el 8% de las denuncias, se contabiliza a la pareja no conviviente o novio (22.796) como quien ejerce la violencia sobre la mujer. ” (Legislativo, 2014).
	Si se miran las estadísticas de los últimos tres años del mes de mayo –por tomar un mismo mes para comparar los datos- de la Oficina de Violencia Doméstica de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, se observa que  los casos atendidos fueron 712 en 2011, 833 en 2012 y 931 en 2013. El 80 por ciento de las personas denunciadas son varones; la mayoría, ex parejas, concubinos, cónyuges y, en menor medida, novios. El mayor porcentaje de víctimas de los hechos denunciados son mujeres (61 por ciento), y niños y niñas (30 por ciento).
	También es cierto que algunos casos que generaron gran conmoción social en pequeñas comunidades provocaron movilizaciones para reclamar “justicia, prevención y conciencia social” como nunca en ese lugar. Como ocurrió a comienzos del 2013 en la ciudad de Olavarría, en el centro de la provincia de Buenos Aires, a raíz del femicidio de Graciela Tirador y por cuyo crimen será juzgado su ex novio, acusado de asesinarla el 13 de enero de ese año a golpes con un bate de béisbol y un caño galvanizado. Una semana después del homicidio, más de un millar de personas se manifestó frente a la plaza principal de Olavarría (…) ¿Qué pasa con las denuncias?” Mi mamá había hechos denuncias y la justicia no hizo nada para protegerla”, dijo la hija mayor (…) El caso de Graciela Tirador se inscribe en una tendencia observada en el último tiempo: el incremento de femicidios de mayores de 60 años a manos de sus parejas o ex parejas. Básicamente, entre 2012 y 2013, se duplicaron, de acuerdo con los registros del Observatorio de Femicidios. En esos casos, alrededor de la mitad de los femicidas, después de concretar el asesinato, se suicida. (…) (Carbajal, 2013).
(…) el hecho de sufrir violencia de género en una relación de pareja suele generar mucha vergüenza. Ese sentimiento las silencia. En un punto se sienten responsables de esa situación porque el hombre que ellas eligieron para formar una familia para toda la vida es el que las golpea. La víctima puede preferir ocultar el problema, incluso a costa de un profundo deterioro en su salud física y psíquica. Algunas mujeres elijen no denunciar a su victimario por temor a que su reacción, al enterarse de que llevaron el caso a la Justicia, sea más violenta y las exponga a un riesgo mayor. Si se analizan los trámites de las causas por violencia familiar en 2012 en el territorio bonaerense, se puede ver que ese año se iniciaron 50.307 causas; en 9943, se habían dictado medidas cautelares de protección (exclusión del hogar del agresor o la prohibición de que se acercara a la víctima en un radio determinado, por ejemplo); y en apenas 2018 casos hubo sentencia definitiva. Uno de los mayores problemas que enfrenta la denunciante es que gran parte del sostenimiento del proceso judicial queda en sus manos (…) (Carbajal, 2013).
	Los relevamientos de La Casa del Encuentro muestran que el 12,5 por ciento de las mujeres asesinadas había realizado una denuncia previa y/o contaba con una medida de exclusión del hogar para el agresor. En los últimos años se observan, también, femicidios ejecutados con extrema saña, casos precedidos por torturas físicas y psicológicas atroces. E incluso hechos en los que un ex novio o ex marido asesina a los hijos de la mujer, como forma de herirla donde más le duele. Pareciera que la violencia machista está exacerbada. Los femicidios con fuego podrían ser también una evidencia de ese mismo escenario. ¿Será porque las mujeres ganan cada vez más autonomía y son dueñas de sus propias vidas como nunca antes en la historia de la humanidad y hay una reacción de quiénes actúan con ánimo aleccionador hacia el género femenino? Es una hipótesis posible. (…) (Carbajal, 2013).
	Eliminar la discriminación que afecta a las mujeres cotidianamente, en distintos ámbitos de la sociedad, permitirá combatirla. Romper con los estereotipos de género es otro paso en el mismo sentido. Es por ello que propiciamos, desde el articulado de la ley la capacitación en derechos humanos y violencia de género, tanto a aspirantes a policías como a policías ya en ejercicio de sus funciones y a empleados/as, funcionarios/as y magistrados/as del Poder Judicial.
(…) Existe una creencia extendida de que el problema de la violencia hacia las mujeres afecta sólo a hogares de barrios populares, y que en las clases medias y media altas no hay rastros de ella. Lo cierto, según demuestran las denuncias y los testimonios de cientos de víctimas, es que la violencia doméstica atraviesa todos los sectores sociales (…) Lo que sucede es que es menos visible en sectores sociales medios y altos, porque las mujeres tienen más vergüenza de denunciar (…) (Carbajal, 2013).
	Otra creencia arraigada socialmente es que las mujeres “por los hijos” deben aguantar todo en el matrimonio, incluso la violencia, sin tener en cuenta la gravedad de las repercusiones que supone para niños y niñas ser testigos de esas escenas (…) (Carbajal, 2013)
	Todavía existen personas que piensan erróneamente que la violencia en una pareja es un problema conyugal, de puertas adentro, y que ninguna persona debe interceder para ayudar a la víctima, y mucho menos que la mujer maltratada debe realizar la denuncia para que actúe la Justicia. Lo que es más grave aún es que esa creencia, en función de la cual los asuntos domésticos, privados o íntimos están al margen de la intervención estatal, todavía impregna el pensamiento de agentes de seguridad y operadores de la justicia penal. El sostenido trabajo del movimiento de mujeres y de ONGs especializadas para concientizar sobre el hecho de que la violencia de género es una violación de los derechos humanos, ha contribuido a instalar el tema en los medios de comunicación y en la agenda política. Las capacitaciones que en los últimos años empezaron a realizarse en algunas escuelas de formación policial y en el ámbito de la Justicia han promovido ciertos cambios en relación con la visión de la violencia en las relaciones de pareja como un problema de injerencia pública. Sin embargo no es inusual que en comisarías o fiscalías pretendan desalentar la denuncia de una mujer con el argumento de que es un “asunto de la pareja”. Incluso defensores oficiales de hombres acusados de amenazar a sus ex parejas y ejercer sobre ellas violencia psicológica han llegado a argumentar que hay que entender ese tipo de situaciones como parte de peleas propias de dos personas que alguna vez fueron pareja y que el Estado no debe intervenir. 
	El mito relacionado con el “no te metas” no sólo es falso sino que atenta contra una solución posible: La intervención externa es fundamental para que una mujer pueda salir del círculo de la violencia. 
	Una iniciativa gubernamental muy innovadora, y que consideramos exitosa, por lo que proponemos tomar sus ejes fundamentales, y que apunta a que el Estado ofrezca ayuda y protección, es el Programa Las Víctimas contra las Violencias, creado y coordinado por la doctora en psicología Eva Giberti. La reconocida especialista fue convocada a comienzos del 2006 por el gobierno de Néstor Kirchner, para encarar esta difícil pero necesaria tarea. Desde entonces encabeza el Programa que apunta a asistir a mujeres y niñas víctimas de distintos tipos de violencias, intrafamiliar y también sexual. 
	Es por ello que, teniendo como eje el programa “Las Victimas contra las Violencias” del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, y a fin de implementar una política pública, que aporte  a garantizar la prevención, sanción y erradicación de la violencia familiar y de género, proponemos crear el Programa “Las Víctimas contra las Violencias Buenos Aires”, en el ámbito del Ministerio de Gobierno, Justicia y Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires.-
	El objetivo principal del programa es que la víctima de violencia familiar, violencia de género, violencia sexual y maltrato y abuso infantil (en caso de las niñas, niños y adolescentes) reciba contención, asesoramiento, acompañamiento y asistencia por parte de los profesionales que atiendan el llamado, como de los profesionales que integran el Equipo Interdisciplinario de la Brigada Móvil.  Entendiendo que la transmisión de los derechos y garantías que asisten a la víctima, con la información y asesoramiento adecuado, según las condiciones subjetivas de cada solicitante, es condición necesaria para empoderar a la víctima en un rol activo en todo el proceso que comience.- 
	Se trata de arrebatarle la víctima al victimario y empoderarla para que pueda reconstituirse. De acompañarla al hospital,  acompañarla en el momento de la denuncia, de garantizarle 72 hs. de resguardo mínimo y de articular a posteriori las acciones que garanticen el bienestar de las víctimas. 
	El Programa desarrolla sus funciones en tres áreas, el área de la atención telefónica, a través de la cual la víctima llama y recibe el primer abordaje, el área de las Brigadas Móviles donde el abordaje ya es personalizado con la víctima a través de los profesionales del Equipo interdisciplinario, y el área de seguimiento y evolución de los casos.-
	Es de fundamental importancia el acompañamiento jurídico de la víctima por parte de los abogados del Equipo Interdisciplinario, durante el proceso de denuncia, con la finalidad de que la misma sea contenida física y psicológicamente y que sus derechos sean respetados evitando de este modo la revictimización de la víctima.-
	La clave del éxito que lograron los equipos del Programa Las Víctimas contra las Violencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación funcionando hasta ahora reside en que se intentaron innovaciones desde el interior de las instituciones, la primera de ellas: la Policía Federal Argentina que debió capacitarse para acompañar las tareas de los equipos. Al mismo tiempo, fue preciso un entrenamiento para profesionales que habrían de tomar contacto con las distintas víctimas.
	La idea en el Proyecto de Ley que propiciamos es continuar con la capacitación a la policía de la Provincia de Buenos Aires y también a empleados/as, funcionarios/as y magistrados/as del Poder Judicial, ya que gran parte de los relatos de las víctimas indican la falta de perspectiva de género en el tratamiento de esta problemática, sumada a la revictimización.
	Entre otras cosas, se espera que el Programa tenga un efecto de disuasión. Que la comunidad y los violentos sepan de su existencia y de la forma de trabajo de los equipos del Programa, en absoluta y permanente emergencia. Esto contribuirá a la instalación de la posibilidad concreta de  interceptar a los violentos en cualquier momento, así como a una difusión  de los delitos de violencia. 
	También se intenta  propiciar desde este proyecto de ley la importancia de la coordinación de todos los recursos ya existentes para erradicar la violencia de género, además de la implementación del Programa “Las Víctimas contra las Violencias Buenos Aires.”.
	Para finalizar queremos expresar nuestro reconocimiento a la tarea de asistencia legislativa e institucional desplegada por Antares Dudiuk, Aníbal Hnatiuk, Elena Mariani, y Guadalupe Godoy en la elaboración de esta propuesta legislativa que estamos poniendo a consideración de las y los diputadas/os de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires. Asimismo queremos agradecer a las personas que desde su experiencia en la materia brindaron amplios y generosos aportes a esta idea, como Marcelo Sain, Eva Giberti y su equipo de trabajo, las trabajadoras del Programa de Atención a Mujeres Víctimas de Violencia (AVM) de la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires, a Valeria Segura y el equipo del Centro De Atención Violencia De Género Universidad Nacional de la Plata. Para finalizar, antes de la presentación del proyecto decidimos realizar una actividad abierta a la comunidad para nutrir el presente de aportes de las personas entendidas en la temática. La Jornada fue organizada por la Presidencia de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires y por la Presidencia de la Comisión de Igualdad Real de Oportunidades y Trato, el día 16 de junio de 2015 en el Edificio Anexo de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires. En este contexto, agradecemos especialmente a Norberto Liwski, M. Sol Macchi, Sonia Santoro, Lucía García Itzigsohn, Néstor Artiñano, María Laura Corrales, Carina Rego y Paula Villarreal, por sus valiosos aportes.
	Por todo lo expuesto, solicitamos a nuestras/os pares el pronto tratamiento y aprobación del presente proyecto de ley.
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